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JUEZ ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLIN(R) 



E.     S.           D. 



 



Referencia:  Demanda Ordinaria de Nulidad y Restablecimiento 



del Derecho de Carácter Laboral. 



Demandante:  GABRIEL ANTONIO HOYOS MAZO 



Demandada: UNIDAD DE GESTION PENSIONAL Y PARAFISCALES-UGPP 



 



JAIME JAVIER DIAZ PELAEZ, varón, mayor de edad, vecino de esta 



ciudad, identificado con la cédula de ciudadanía N° 



70.091.458, y profesionalmente con tarjeta N° 89803 del 



Consejo Superior de la Judicatura, me dirijo a ustedes obrando 



en calidad de apoderado del pensionado(a) por UNIDAD DE 



GESTION PENSIONAL Y PARAFISCALES-UGPP, señor(a)GABRIEL 



ANTONIO HOYOS MAZO, CC N° 8314004, con la finalidad de 



impetrar Demanda Ordinaria de Nulidad y Restablecimiento del 



Derecho de Carácter Laboral, de conformidad con el artículo 



138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 



Contencioso Administrativo, en contra de la NACIÓN - 



MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PÚBLICO – UNIDAD DE GESTION 



PENSIONAL Y PARAFISCALES UGPP representada por GLORIA INES 



CORTEZ ARANGO o quien haga sus veces al momento de la 



notificación, a efectos que se acceda a las siguientes o 



similares: 



 



PRETENSIONES. 



 



Primera. Solicitamos sea declarada nulo el oficio de radicado 



N° 201814201456991 DE 28/03/2018, por medio de la cual la 



NACIÓN - MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PÚBLICO – UNIDAD DE 



GESTION PENSIONAL Y PARAFISCALES UGPP, negó el reajuste y pago 



retroactivo de la mesadas pensionales del demandante GABRIEL 



ANTONIO HOYOS MAZO, conforme a los incrementos anuales  



fijados por el Gobierno Nacional para el salario mínimo legal 



en Colombia  desde su reconocimiento, en aplicación de los 



principios de favorabilidad laboral, respeto de los derechos 



adquiridos, legalidad, progresividad laboral, 



inescindibilidad de la norma, conforme a los fundamentos de 



derecho expresados en la demanda o  como resulte probado en 



el proceso. 



 
Segunda. Como consecuencia de la anterior declaración y como 



medida de restablecimiento del derecho, solicitamos se ordene 



el reajuste y pago retroactivo de las mesadas pensionales de 



los demandantes en los términos establecidos en el artículo 



1° de la Ley 71 de 1988, en exceso de los valores aplicados 



de la Ley 71 de 1988, en exceso de los valores aplicados como 



reajuste periódico de la mesada pensional conforme al Índice 



de Precios al Consumidor o como resulte probado en el proceso. 



 



Tercero. Las condenas solicitadas deberán ser canceladas 



mediante sumas de dinero debidamente indexadas acorde al Art. 



16 de la Ley 446 de 1998.  
 











Cuarto. Se condene a la demandada al pago de intereses 



señalados en el artículo 192 del Código de Procedimiento 



Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 



 



Quinto. En caso de proferirse una condena en abstracto 



solicitamos sean atendidas las previsiones contenidas en el 



artículo 193 del Código de Procedimiento Administrativo y de 



lo Contencioso Administrativo. 



 



Sexto. Se condene a la entidad demandada al pago de las costas 



y agencias de derecho causadas.  



 



HECHOS. 



 



1. Mi poderdante percibe Pensión de Gracia conforme a las 



Leyes 114 de 1913, 116 de 1928 y 37 de 1993, reconocimiento 



que le fuera realizado por la liquidada Caja Nacional de 



Previsión Social – Cajanal, ahora UNIDAD DE GESTION PENSIONAL 



Y PARAFISCALES UGPP por labores desarrolladas en el servicio 



docente, reconocimiento realizado mediante Resolución N° 



000507 DE 17/01/1997.   



2. Desde la entrada en vigor del Sistema General de Seguridad 



Social en Pensiones el reajuste periódico de las mesadas 



pensionales ordenado por el artículo 53 de la Constitución 



Nacional, ha sido realizado por la demandada conforme al 



artículo 14 la Ley 100 de 1993, en porcentaje igual al 



incremento del Índice de Precios al Consumidor certificado 



por el DANE para el año inmediatamente anterior. 



3. Mediante solicitud se presentó reclamación ante la NACIÓN 



- MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PÚBLICO – UNIDAD DE GESTION 



PENSIONAL Y PARAFISCALES UGPP, con la finalidad de obtener el 



reajuste periódico de las pensiones de los demandantes 



conforme a los incrementos anuales fijados por el Gobierno 



Nacional para el salario mínimo legal, en aplicación de la 



Ley 71 de 1988. 



4. Mediante oficio de radicado N° 201814201456991 DE 



28/03/2018, la demandada negó el deprecado reajuste pensional. 



 
5. Acudo a la administración de justicia en ejercicio de la 
Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, con la 



finalidad de obtener el reajuste de las mesadas pensionales 



del demandante conforme al incremento fijado por el Gobierno 



para el Salario Mínimo Legal en Colombia.  
  



FUNDAMENTOS DE DERECHO DE LAS PRETENSIONES. 



 



Presento a continuación las razones y fundamentos de derecho 



que me sirven de basamento para solicitar la nulidad del 



oficio con radicado N° 201814201456991 DE 28/03/2018, por 



medio del cual la demandada NACIÓN - MINISTERIO DE HACIENDA Y 



CREDITO PÚBLICO – UNIDAD DE GESTION PENSIONAL Y PARAFISCALES 



UGPP, negó el reajuste y pago retroactivo de la mesada 











pensional de mi poderdante conforme a los incrementos anuales 



fijados por el Gobierno Nacional para el salario mínimo legal, 



el cual resulta aplicable por expresa consagración normativa, 



en aplicación de los principios de favorabilidad, legalidad y 



progresividad de los derechos laborales. 



 



1. Situación Fáctica del Demandante. 
 



Al(la) demandante le fue reconocida Pensión de Gracia por la 



liquidada Caja Nacional de Previsión Social – Cajanal ahora 



UNIDAD DE GESTION PENSIONAL Y PARAFISCALES UGPP, por los servicios 



prestados en el ramo de la docencia conforme a las leyes 114 



de 1913, 116 de 1928 y 37 de 1993 así: 



 



Docente Resolución N° Valor Efectividad 



GABRIEL ANTONIO HOYOS MAZO 000507 de 



17/01/1997 



2.392.244,57 20-02-1996 



 



Desde la entrada en vigor el Sistema de Seguridad Social 



Integral en Pensiones, las entidades demandadas han venido 



aplicando por extensión la fórmula de reajuste pensional 



establecida en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, el cual 



determina un incremento anual en idéntico porcentaje al 



certificado por el DANE para el Índice de Precios al 



Consumidor del año inmediatamente anterior. 



 



Al considerar que dicho indicador no resultaba aplicable al 



accionante, presentamos reclamación en agotamiento de la vía 



gubernativa ante la NACIÓN - MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO 



PÚBLICO – UNIDAD DE GESTION PENSIONAL Y PARAFISCALES UGPP, con la 



finalidad de obtener el reajuste y pago retroactivo de la 



pensión de jubilación conforme a los incrementos fijados 



anualmente para el salario mínimo legal en Colombia. 



 



Mediante oficio con radicado N° 201814201456991 DE 28/03/2018, 



la demandada negó el deprecado ajuste pensional, quedando 



contestado de fondo el requerimiento al manifestar: 
 



“Con el presente oficio queda contestado de fondo su requerimiento.”. 



Se busca por este medio lograr la nulidad del referido acto y 



el consecuente reajuste de la Pensión de Gracia, teniendo como 



fórmula de incremento la establecida en el artículo 1 de la 



Ley 71 de 1988, conforme a los fundamentos de derecho que se 



expondrán a continuación. 



 



2. Perjuicios derivados de la aplicación extensiva del 



artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 
  



La aplicación del Índice de Precios al Consumidor como fórmula 



de incremento pensional no supone perjuicio alguno para 



quienes se encuentran dentro del Sistema General de Seguridad 



Social en Pensiones, no así para quienes de manera extensiva 



se les viene aplicando el reajuste periódico de las mesadas 



pensionales conforme al artículo 14 de la Ley 100 de 1993, 



determinando una perdida en el quantum de las mesadas 











pensionales, al haberles sido reconocida pensión en monto 



superior a la prestación mínima y pertenecer a un régimen 



exceptuado del Sistema General de Pensiones.  



 



Como ejercicio tendiente a la demostración del perjuicio 



haremos un cuadro comparativo, a efectos de establecer las 



diferencias existentes entre los dos indicadores tomados para 



determinar el quantum del incremento pensional, así: 



 



Año Variación 



SMLV 



IPC anual 



% 



Diferencia 



1995 20.50 19.47  1.03 



1996 19,5 19,46 0,04 



1997 21 21,63 -0,63 



1998 18,5 17,68 0,82 



1999 16 17,7 -1,7 



2000 10 9,23 0,77 



2001 10 8,75 1,25 



2002 8 7,65 0,35 



2003 7,4 6,99 0,41 



2004 7,8 6,49 1,31 



2005 6,6 5,5 1,1 



2006 6,9 4,85 2,05 



2007 6,3 4,48 1,82 



2008 6,4 5,69 0,71 



2009 7,7 7,67 0,03 



2010 3,6 2 1,6 



2011 4 3,17 0,83 



2012 5,8 3,73 2,07 



2013 4,02 2,44 1,58 



2014 4,5 1,94 2,56 



2015 4.6 3.66 0.94 



2016 7 6.77 0.23 



2017 7 5,75 1,25 



2018 5,9 4,09 1,81 



TOTAL   22,23 



 



Como tendencia se muestra el incremento del salario mínimo en 



monto superior al IPC, lo cual nos permite concluir que la 



indebida aplicación de este último representa una pérdida 



porcentual en el monto de las mesadas pensionales del 



demandante, digna de ser superada por los mecanismos 



judiciales.  



 



En el acápite de la cuantía abordaremos el perjuicio sufrido 



por el demandante, al tenerle como fórmula de incremento 



pensional del Índice de Precios al Consumidor del artículo 14 



de la ley 100 de 1993, omitiendo la favorabilidad que 



representa el artículo 1 de la ley 71 de 1989. 



 



La aplicación como fórmula de incremento pensional del Índice 



de Precios al Consumidor ha representado una perdida 



porcentual de las mesadas pensionales del accionante, en 











violación directa de los contenidos normativos que exceptúan 



a la pensión gracia de la fórmula establecida en el artículo 



14 de la Ley 100 de 1993. 



   



Habiendo determinado con claridad el detrimento pensional 



sufrido como consecuencia de la aplicación del Índice de 



Precios al Consumidor (IPC), nos corresponde establecer la 



ilegalidad de esta actuación. 



 



3. Fórmula de Incremento Pensional Contenida en la Ley 100 
de 1993. 



 



Sea lo primero manifestar dentro de nuestra labor 



argumentativa, que la UNIDAD DE GESTION PENSIONAL Y 



PARAFISCALES UGPP como entidad que tiene a su cargo el 



reconocimiento de las pensiones de gracia, viene aplicando 



como fórmula dirigida a determinar el reajuste anual de las 



mesadas pensionales, que por mandato del artículo 53 de la 



Constitución Política debe realizarse de manera oficiosa en 



Colombia, el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, el cual reza: 
 



“ARTICULO.  14.- Reajuste de pensiones.  Con el objeto de que las pensiones 



de vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en 



cualquiera de los dos regímenes del sistema general de pensiones, mantengan 



su poder adquisitivo constante, se reajustarán anualmente de oficio, el 



primero de enero de cada año, según la variación porcentual del índice de 



precios al consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente 



anterior. No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario 



mínimo legal mensual vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el 



mismo porcentaje en que se incremente dicho salario por el gobierno.” 



(Negrillas fuera de texto) 



 



El artículo en mención contempla dos fórmulas de incremento 



pensional, la primera de estas el Índice de Precios al 



Consumidor, aplicable a las pensiones reconocidas en montos 



superiores al salario mínimo, la segunda determinada por el 



incremento anual fijado por el Gobierno para el salario mínimo 



mensual, la cual es aplicable a las prestaciones pensionales 



reconocidas por el monto mínimo. 



 



Lo anterior significa en la práctica que las pensiones 



reconocidas por el salario mínimo, se incrementan anualmente 



de oficio en el mismo porcentaje en que este es fijado por el 



Gobierno, de tal suerte que no sufren un detrimento en su 



cuantía, situación que no puede predicarse respecto a las 



pensiones reconocidas en montos superiores, las cuales 



anualmente vienen incrementándose por las demandadas en monto 



inferior, por ser esta la tendencia que mantiene el Índice de 



Precios al Consumidor respecto al salario mínimo. 



 



La aplicación del índice de precios al consumidor como fórmula 



de incremento pensional, no representa per se una conducta 



ilegal para los pensionados dentro del Sistema General de 



Pensiones, situación que no puede predicarse de la extensión 



de dicha fórmula a los pensionados de los regímenes 



exceptuados del artículo 279 de la Ley 100 de 1993. 











4. Campo de Aplicación del Artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 
 



Habiendo analizado la génesis de los desequilibrios 



pensionales cuya superación se pretende, nos corresponde ahora 



exponer los fundamentos de derecho para solicitar la nulidad 



del acto administrativo demandado, labor que comenzaremos 



estudiando el campo de aplicación del artículo 14 de la Ley 



100 de 1993, como norma determinante del reajuste periódico 



de las pensiones dentro del Sistema General de Pensiones. 
 



“LIBRO I. 



SISTEMA GENERAL DE PENSIONES. 



 



TÍTULO I. 



DISPOSICIONES GENERALES. 



 



CAPÍTULO I. 



OBJETO Y CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES 



 



“ARTICULO.  14.- Reajuste de pensiones.  Con el objeto de que las pensiones 



de vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en 



cualquiera de los dos regímenes del sistema general de pensiones, mantengan 



su poder adquisitivo constante, se reajustarán anualmente de oficio, el 



primero de enero de cada año, según la variación porcentual del índice de 



precios al consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente 



anterior. No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario 



mínimo legal mensual vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el 



mismo porcentaje en que se incremente dicho salario por el 



gobierno.”(Negrillas fuera de texto) 



 



Para el adecuado entendimiento del artículo anterior es 



necesario analizar sus elementos, el primero de estos es el 



campo de aplicación de la fórmula de incremento pensional en 



él contenida, establece dicho artículo:  



 



“Con el objeto de que las pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez 



y de sustitución o sobreviviente, en cualquiera de los dos regímenes del 



sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante…” 



(Subrayas fuera de texto).  



 



Se observa que lo pretendido fue mantener el poder adquisitivo 



de las mesadas dentro del Sistema General de Pensiones, el 



cual fue creado por la Ley 100 de 1993, encontrándose 



compuesto por dos regímenes solidarios y excluyentes de 



acuerdo al artículo 12. 
 



LIBRO I. 



SISTEMA GENERAL DE PENSIONES. 



 



TÍTULO I. 



DISPOSICIONES GENERALES. 



“ARTÍCULO 12. Regímenes del sistema general de pensiones. El Sistema General 



de Pensiones está compuesto por dos regímenes solidarios excluyentes pero que 



coexisten, a saber: 



a. Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida. 



b. Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad.”   



(Negrillas fuera de texto). 











Se circunscribe el campo de aplicación a los dos regímenes 



del Sistema General de Pensiones, el cual se compone del 



régimen solidario de prima media con prestación definida y el 



de ahorro individual con solidaridad, no determinándose su 



extensión a regímenes pensionales diferentes. Debe hacerse 



claridad que el reajuste demandado recae sobre la pensión de 



gracia otorgada conforme a las leyes 114 de 1913, 116 de 1928 



y 37 de 1993, régimen exceptuado conforme al artículo 279 de 



la Ley 100 de 1993. 



 



Bástanos la interpretación literal del artículo 14 de la Ley 



100 de 1993, para establecer que su campo de aplicación se 



limita a las pensiones otorgadas dentro del Régimen de Prima 



Media con Prestación Definida y Ahorro Individual con 



Solidaridad del Sistema General de Pensiones, dentro de las 



cuales NO se encuentran las pensiones de gracia otorgadas por 



la liquidada Caja Nacional de Previsión Social – Cajanal ahora 



UNIDAD DE GESTION PENSIONAL Y PARAFISCALES UGPP. 



 



El tenor literal de las normas traídas en cita señala el 



alcance de los contenidos normativos, sin que existan dudas 



que nos permitan apartarnos del mismo, al respecto el artículo 



27 del Código Civil, expresa: 



“ARTICULO  27. INTERPRETACION GRAMATICAL. Cuando el sentido de la ley sea 



claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu. 



Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, 



recurrir a su intención o espíritu, claramente manifestados en ella misma o 



en la historia fidedigna de su establecimiento.” 



Se observa con claridad que el objeto del artículo fue 



mantener el poder adquisitivo de las mesadas dentro del 



Sistema General de Pensiones, no siendo en ningún modo 



aplicable a las pensiones reconocidas dentro de regímenes 



diferentes, como efectivamente se ha realizado en el caso sub 



examine con los pensionados por la liquidada Caja Nacional de 



Previsión Social – Cajanal ahora UNIDAD DE GESTION PENSIONAL Y 



PARAFISCALES UGPP. 



 



No debe pasarse por alto que el plurimencionado artículo 14, 



se encuentra dentro del Capítulo I, Libro I de la Ley 100 de 



1993, el cual señala el “OBJETO Y CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA 



GENERAL DE PENSIONES”, al extender su aplicación a un contexto 



diferente se causa un detrimento a pensionados expresamente 



excluidos del referido sistema pensional. 



 



5. Pensión de Gracia como Régimen Exceptuado de la Ley 100 
de 1993.  



 



Dentro de los fundamentos de derecho de las pretensiones hemos 



abordado: a) La fórmula de incremento pensional del artículo 



14 de la Ley 100 de 1993. b) La interpretación literal de los 



artículos 12 y 14 de la referida ley y c) El campo de 



aplicación del Sistema General de Pensiones, correspondiendo 











ahora abordar todo el contexto tomando como criterio de 



estudio el artículo 30 del Código Civil, el cual establece: 



“El contexto de la ley servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus 



partes, de manera que haya entre todas ellas la debida correspondencia y 



armonía. Los pasajes oscuros de una ley pueden ser ilustrados por medio de 



otras leyes, particularmente si versan sobre el mismo asunto.” 



Al crearse el Sistema General de Pensiones con la Ley 100 de 



1993, correspondió al legislador determinar su campo de 



aplicación y exclusiones, siendo este el contexto adecuado 



para determinar si la fórmula de incremento pensional 



establecida en el artículo 14, resulta aplicable a quienes 



disfrutan pensión de gracia conforme a las leyes 114 de 1913, 



116 de 1928 y 37 de 1993. 



El texto original del artículo 11 de la Ley 100 de 1993, 



determinó el campo de aplicación y las exclusiones del Sistema 



General de Pensiones, así: 



“El Sistema General de Pensiones, con las excepciones previstas en el artículo 



279 de la presente ley, se aplica a todos los habitantes del territorio 



nacional, conservando adicionalmente todos los derechos, garantías, 



prerrogativas y beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones 



normativas anteriores para quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan 



cumplido los requisitos para acceder a una pensión o se encuentren pensionados 



por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los sectores 



público, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, del Instituto de Seguros 



Sociales y del sector privado en general. 



Para los efectos de este artículo se respetarán y por tanto mantendrán su 



vigencia los derechos adquiridos conforme a disposiciones normativas 



anteriores, pacto o convención colectiva de trabajo. 



Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que le asiste a las 



partes y que el tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las 



partes.” 



Como consagración de los mandatos constitucionales de 



legalidad, favorabilidad, irrenunciabilidad y progresividad 



de los derechos laborales contenidos en el artículo 53 de la 



Carta, se estableció el campo de aplicación del Sistema 



General de Pensiones “conservando y respetando” los 



beneficios, prerrogativas y derechos adquiridos conforme a 



disposiciones normativas anteriores, además de las 



excepciones contempladas en el artículo 279, siendo este 



último el que nos permitirá finalmente determinar la exclusión 



de las pensiones de gracia de la fórmula de reajuste periódico 



de las pensiones contenida en el artículo 14, reza el referido 



artículo: 



ARTICULO. 279.-Excepciones. El sistema integral de seguridad social contenido 



en la presente ley no se aplica a los miembros de las fuerzas militares y de 



la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto Ley 1214 de 1990, 



con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente 



ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas. 



Así mismo, se exceptúa a los afiliados al fondo nacional de prestaciones 



sociales del magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a 



cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este 



fondo será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor 



de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la 
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reglamentación que para el efecto se expida. Subrayado Declarado Exequible 



por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-461 de 1995 



“...” 



“…” 



PARAGRAFO. 1º-“…” 



PARAGRAFO. 2º- La pensión gracia para los educadores de que tratan las leyes 



114 de 1913, 116 de 1928 y 37 de 1933, continuará a cargo de la Caja Nacional 



de Previsión y del Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional, cuando 



éste sustituya a la caja en el pago de sus obligaciones pensionales. 



PARAGRAFO. 3º- “…” 



PARAGRAFO. 4º-  Adicionado por el art. 1, Ley 238 de 1995. Las 



excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de los 



beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para 



los pensionados de los sectores aquí contemplados.  



El artículo 279 de la Ley 100 de 1993 excluye de su aplicación 



a las pensiones de gracia reconocidas conforme a las Leyes 



114 de 1913, 116 de 1928 y 37 de 1993. Sin lugar a ambages 



esta norma nos permite establecer que la fórmula de incremento 



establecida en el plurimencionado artículo 14, no es aplicable 



al demandante al obrar una causal expresa de exclusión. 



El examen gramatical y en contexto las normas citadas como 



fundamento de las pretensiones, nos permiten plantear el 



siguiente silogismo: 



Premisa 1.                               



El artículo 14 de la Ley 100 de 1993, establece la fórmula 



de incremento pensional dentro de los dos regímenes del 



Sistema General de Pensiones, el cual se encuentra 



compuesto por el Régimen Solidario de Prima Media con 



Prestación Definida y de Ahorro Individual con Solidaridad. 



Premisa 2.                                                      



 El artículo 279 de la Ley 100 de 1993, excluye en la 



aplicación de la Ley 100 de 1993, las pensiones de gracia 



reconocidas conforme a las leyes 114 de 1913, 116 de 1928 



y 37 de 1993. 



Conclusión.                      



Al encontrarse el demandante percibiendo pensión de gracia, 



la cual no pertenecen a ningunos de los dos regímenes que 



componen el Sistema General de Pensiones, podemos concluir 



que no le resulta aplicable la fórmula de incremento 



pensional contenida en el artículo 14 de la Ley 100 de 



1993. 



La anterior elaboración silogística palidece ante la certeza 



de las normas que excluyen expresamente a los docentes de la 



fórmula de incremento del artículo 14 de la Ley 100 de 1993, 



como veremos a continuación. 
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6. Exclusión expresa de los docentes en la aplicación del 
artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 



 



La discusión planteada respecto a la aplicación del artículo 



catorce a efectos del reajuste periódico de las pensiones de 



gracia, y la regresividad laboral determinada al tener como 



fórmula de incremento pensional el Índice de Precios al 



Consumidor, queda superada definitivamente al estudiar el 



tenor literal de los artículos 40 y 41 del Decreto 692 de 



1994, por medio del cual se reglamentó parcialmente la Ley 



100 de 1993, y por el Art. 1 de la Ley 238 de 1995 por medio 



del cual se adiciona el Parágrafo 4 al artículo 279 de la Ley 



100 de 1993. 



 



El artículo 40 del decreto 692 de 1994 dispone la integración 



al Sistema General de Pensiones de diferentes grupos 



pensionales, particularmente lo hace para efectos del 



incremento fijado en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, 



dejando a salvo los regímenes excluidos del artículo 279, 



dentro de los cuales se encuentran las pensiones de gracia, 



su tenor literal es el siguiente: 



“Artículo 40. Incorporación de los pensionados. A partir del 1° de abril de 



1994, se entienden incorporados al sistema general de pensiones los 



pensionados trabajadores del sector privado y del sector público. 



Igualmente, se entienden incorporados al sistema general de pensiones, 



especialmente para los efectos del reajuste previsto en el artículo siguiente, 



a los pensionados a quienes se les reconoció la pensión con anterioridad al 



1° de abril de 1994. No se entienden incorporados los pensionados de los 



regímenes excluidos en la Ley 100 de 1993.”(Negrillas fuera de texto) 



Artículo 41. Reajuste de pensiones. Con el objeto de que las pensiones de 



vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobrevivientes, en el 



sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se 



reajustarán anualmente de oficio, el 1° de enero de cada año, según la 



variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, total nacional, 



certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. 



No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo 



legal mensual vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo 



porcentaje en que se incremente dicho salario por el Gobierno, cuando dicho 



reajuste resulte superior al de la variación del IPC previsto en el inciso 



anterior. 



Parágrafo. El primer ajuste de pensiones, de conformidad con la fórmula 



establecida en el presente artículo, se hará a partir del 1° de enero de 1995. 



Las normas traídas en cita ratifican expresamente la 



interpretación realizada en conjunto a los 12, 14 y 279 de la 



Ley 100 de 1993, respecto a la exclusión de los regímenes 



exceptuados de la fórmula de incremento contenida en el 



Sistema General de Pensiones, misma que es ratificada por el 



artículo 40 del Decreto 692 de 1994. 



Aun cuando se contempló inicialmente una exclusión absoluta 



respecto del Régimen General de Seguridad Social en Pensiones, 



esta fue atenuada mediante la Ley 238 de 1995, por medio de 



la cual se adiciona el artículo 279 en los siguientes 



términos: 











 
ARTÍCULO 1o. Adiciónese al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, con el 



siguiente parágrafo: "Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente 



artículo no implican negación de los beneficios y derechos determinados en 



los artículos 14 y 142 de esta ley para los pensionados de los sectores aquí 



contemplados".(Negrillas propias) 



 



La aplicación de los artículos 14 y 142 a los regímenes 



exceptuados del artículo 279 de la Ley 100 de 1993, se 



condicionó a que ello implicara un beneficio, situación que 



no puede predicarse respecto al demandante, a quien debe 



aplicársele el artículo 1 de la Ley 71 de 1989, es decir, un 



reajuste periódico de pensión gracia en idéntico porcentaje 



al fijado para el salario mínimo, por resultar más favorable.  



 



Habiendo determinado la exclusión del Sistema General de 



Seguridad Social de las pensiones de gracia como régimen 



exceptuado, y demostrado que no existe beneficio de la 



aplicación del artículo 14, nos corresponde ahora abordar la 



normatividad aplicable para incremento periódico de las 



mesadas pensionales de los demandantes. 



 



7. Evolución del incremento pensional en Colombia. 
 



A continuación, realizamos un breve esbozo de las normas que 



han fijado el incremento periódico de las pensiones para los 



servidores públicos, su evolución y la equidad alcanzada al 



determinar cómo fórmula de incremento porcentaje igual al 



fijado para el salario mínimo.  



 



En efecto, con anterioridad a la aplicación del artículo 14 



de la Ley 100 de 1993, las pensiones en general eran 



reajustadas conforme al artículo 1° de la Ley 71 de 1988, el 



cual ordenó el incremento oficioso de las pensiones en el 



mismo porcentaje fijado por el Gobierno Nacional para el 



salario mínimo. La mencionada ley entró a regir a partir del 



1° de enero de 1989, superando la inequidad resultante de la 



aplicación de la Ley 4a. de 1976, que consagraba un incremento 



pensional en monto inferior al salario mínimo.  



 



Al haberse materializado un perjuicio respecto a los 



pensionados cuyos reconocimientos prestacionales se causaron 



durante la vigencia de la Ley 4a. de 1976, el legislador 



ordenó un reajuste pensional por medio del artículo 116 de la 



Ley 6 de 1992 y su Decreto Reglamentario 2108 del mismo año, 



lo cual permitió compensar la pérdida de poder adquisitivo de 



estas mesadas. 



 



El artículo 1 de la Ley 4a. de 1976 modificado por el artículo 



1° de la Ley 71 de 1988, tienen por objeto el reajuste 



periódico de las pensiones "de los sectores público, oficial, 



semioficial, en todos sus órdenes, y en el sector privado, 



así como las que paga el Instituto Colombiano de Seguros 



Sociales" en el mismo porcentaje fijado por el Gobierno 



Nacional para el Salario Mínimo, norma aplicable para el 
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reajuste periódico de las pensiones de gracia por corresponder 



a un régimen exceptuado de la Ley 100 de 1993. 



 



Con la expedición del Régimen General de Seguridad Social en 



Pensiones el artículo primero de la Ley 71 de 1988, paso de 



ser la regla general en materia de reajustes pensionales a 



convertirse en la norma aplicable a los regímenes exceptuados. 



 



Como se ha venido manifestando, la Ley 100 de 1993 excluye de 



sus disposiciones a la pensión de gracia consagrada en las 



leyes 114 de 1913, 116 de 1928 y 37 de 1993, dejando en firme 



el artículo 1° de la Ley 71 de 1989 como fórmula de reajuste 



pensional, al no encontrarse dentro de la vigencia y 



derogatorias expresas contempladas en el artículo 289 del 



referido estatuto. 



 



No es entendible como se pretende por una vía de hecho surgida 



de la indebida aplicación normativa, volver a introducir una 



situación de desigualdad dentro del régimen pensional del 



servidor público, cuando esta había sido superada con la 



expedición del artículo primero de la Ley 71 de 1988, siendo 



esta la norma que representa la equidad y progresividad 



laboral para los pensionados del sector público exceptuados 



por el artículo 279 de la Ley 100 de 1993.  



 



El contexto histórico nos permite establecer que el equilibrio 



en materia pensional se logró para este contingente de 



pensionados con el artículo 1 de la ley 71 de 1988, fórmula 



que resulta ser favorable para los docentes frente a la 



establecida por el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, el cual 



no puede ser aplicado a los demandantes debido a que no 



representa beneficio alguno, presupuesto de aplicación 



normativa del artículo 1 de la Ley 238 de 1995.  



 



8. Regresividad dictada por la indebida aplicación del 



artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 



Como hemos anotado, con la determinación del campo de 



aplicación establecido en los artículos 11 y 279 de la Ley 



100 de 1993, se buscó la salvaguardia de los derechos, 



beneficios y prerrogativas respecto a las normas del Sistema 



General de Seguridad Social en Pensiones, lo cual determinó 



la prohibición de cualquier norma regresiva respecto a este 



contingente de pensionados (artículo 1 de la Ley 238 de 1995). 



 



La reducción porcentual en las pensiones de jubilación, que 



acusamos ha significado la aplicación de la fórmula de 



incremento establecida en el artículo 14 de la Ley 100 de 



1993, constituye una violación al mandato de progresividad 



laboral, como ha expresado el H. Consejo de Estado en 



sentencia del siguiente tenor: 



“En tal razón, Colombia aprobó mediante ley 16 de 1972 la Convención Americana 



sobre Derechos Humanos, suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre 



de 1969, en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos 











Humanos, que en su artículo 26 consagra el principio de la progresividad, 



así: 



“Artículo 26. Desarrollo Progresivo. Los Estados partes se comprometen a 



adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación 



internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente 



la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, 



sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 



Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos 



Aíres, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros 



medios apropiados.” 



Posteriormente, mediante la ley 319 de 1996, se aprobó el Protocolo Adicional 



a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 



Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, suscrito en 



San Salvador el 17 de noviembre de 1988, que en sus considerandos recordó 



que, “con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y a la 



Convención Americana sobre Derechos Humanos, sólo puede realizarse e ideal 



del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, sí se crean condiciones 



que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y 



culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos” plasmando en su 



artículo 4°, taxativamente, la prohibición de la regresividad de los derechos 



reconocidos o vigentes en virtud de cualquier fuente formal de derecho; y en 



su artículo 7°, que en el ejercicio del derecho al trabajo, toda persona debe 



gozar del mismo en condiciones justas, equitativas y satisfactorias, un 



salario equitativo e igual por trabajo igual, sin ninguna distinción. 



(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 



en sentencia del 14 de diciembre de 2011, expediente No. 11001-03-25-000-



2005- 00244-01, con ponencia del conjuez CARLOS ORJUELA GONGORA). 



No fue el querer del legislador retroceder en la protección 



de los derechos pensionales de los regímenes exceptuados, por 



el contrario, buscó la salvaguarda del salario mínimo como 



norma determinante del incremento oficioso de las pensiones, 



el retroceso o regresividad está enmarcado por el ejercicio 



abusivo del derecho por parte de las demandadas. 



Con la expedición de la Ley 71 de 1988, se buscó superar un 



desequilibrio salarial creado a partir de la fórmula de 



incremento pensional establecida en la Ley 4 de 1976, siendo 



este el incremento pensional aplicable a los regímenes del 



articulo 11 y 279 del plurimencionado estatuto.  



Al armonizar los derroteros o fines propuestos en los 



artículos 279 de la Ley 100 de 1993, el artículo 40 del Decreto 



692 de 1994 y el artículo 1 de la Ley 238 de 1995, con el 



actuar de la administración al aplicar a quienes se 



encontraban excluidos el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, 



observamos una conducta regresiva que no corresponde a la 



voluntad del legislador, al buscar la protección de los 



derechos y prerrogativas adquiridos. 



Al referirse la Corte Constitucional a este tipo de conductas, 



citando el Principio De Progresividad implícito en las 



regulaciones laborales, determinó la obligación del Estado en 



avanzar constantemente en la protección del trabajo a fin de 



lograr la plena realización de los derechos sociales, lo 



contrario hace presumir un estado de cosas inconstitucionales, 



como se observa en pronunciamiento del siguiente tenor: 



Sentencia C-507 de 2008 











“La Corte se ha referido a la prohibición de regresividad por la disminución 



del radio de protección de un derecho social. En otras, se ha referido a la 



violación de esa garantía constitucional, por la disminución de los recursos 



públicos invertidos en la satisfacción de un derecho social o el aumento 



significativo del costo para la persona de escasos recursos que está en 



proceso de acceder al derecho. En otro tipo de decisiones la Corte ha reiterado 



la aplicación del principio de progresividad y prohibición de regresividad 



cuando se está frente a sectores especialmente vulnerables de la población.” 



Como lo ha señalado la Corte, cuando una norma retrocede, por cualquier vía 



el nivel de satisfacción de un derecho social inmediatamente debe presumirse 



inconstitucional. Sin embargo, esta presunción admite, prueba en contrario. 



En este sentido la Corte ha señalado que la prohibición de regresividad es 



apenas una prohibición prima fase y no absoluta. Lo anterior significa que 



cuando el Estado ha obtenido un mayor nivel de satisfacción de derechos 



sociales, la decisión política de disminuir el alcance de la protección debe 



contar con una justificación suficiente para superar la prohibición de 



regresividad” 



La aplicación indiscriminada del artículo 14 de la Ley 100 de 



1993, contraría el respeto de los derechos adquiridos en 



materia pensional y de seguridad social contenidos en el 



artículo 48 de la Carta política y la favorabilidad laboral 



consagrada en el artículo 53, situación que sometemos al 



escrutinio judicial a efectos de recuperar el equilibro 



pensional violado al demandante declarando la nulidad del acto 



demandado.  



PRUEBAS. 



Con fundamente en el artículo 215 del Código de Procedimiento 



Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 



presentamos las pruebas documentales aportadas y solicitadas 



para demostrar los hechos de la demanda, son estas: 



Documentales Aportadas. 



 



1. Copia de la Resolución N° 000507 DE 17/01/1997. 



2. Original de la petición presentada en agotamiento de la 
vía gubernativa. 



3. Original del acto administrativo demandado. 
4. Cupón de pago de la mesada mensual de mi poderdante en 



el año 2017. 



 



COMPETENCIA. 



 



Es usted competente señor Juez, para conocer del presente 



proceso por el domicilio de la demandada, por la naturaleza 



jurídica del acto demandado, por la cuantía de las 



pretensiones las cuales resultan inferiores a la suma de 50 



salarios mínimos legales mensuales vigentes. 



 



CUANTIA ESTIMADA. 



 



Estimo la cuantía de las pretensiones en la suma de DIECINUEVE 



MILLONES CUATROCIENTOS TREINTA Y DOS MIL CUATROCIENTOS SETENTA 



Y SEIS PESOS ($19.432.476), la cual resulta inferior a 50 



salarios mínimos legales vigentes al momento de la 











presentación de la demanda, correspondiendo la competencia a 



los Jueces Administrativos.  



 



Para la determinación de la cuantía partimos de los 



porcentajes sobre los cuales debieron reajustarse las mesadas 



pensiónales de los demandantes, así: 



 



Año Variación 



SMLV 



Incremento 



IPC  



Diferencia 



dejada de 



aplicar 



2000 10 9,23 0,77 



2001 10 8,75 1,25 



2002 8 7,65 0,35 



2003 7,4 6,99 0,41 



2004 7,8 6,49 1,31 



2005 6,6 5,5 1,1 



2006 6,9 4,85 2,05 



2007 6,3 4,48 1,82 



2008 6,4 5,69 0,71 



2009 7,7 7,67 0,03 



2010 3,6 2 1,6 



2011 4 3,17 0,83 



2012 5,8 3,73 2,07 



2013 4,02 2,44 1,58 



2014 4,5 1,94 2,56 



2015 4.6 3.66 0.94 



2016 7 6.77 0.23 



2017 7 5,75 1,25 



2018 5,9 4,09 1,81 



TOTAL   22,23 



 



Al conocer el monto de los incrementos pensionales aplicados 



al demandante conforme al IPC, y los fijados por el Gobierno 



Nacional para el salario mínimo, realizamos la estimación de 



la cuantía sobre las diferencias insolutas resultantes de la 



aplicación de este último como fórmula de reajuste pensional, 



así: 



 



Mesada pagada mensualmente 2017–incremento IPC $2.081.322,57 



Mesada insoluta mensualmente – incremento SMLV $  462.678 



TOTAL ADEUDADO TRES (3) ULTIMOS AÑOS           $19.432.476 



 



Suma que resulta de aplicar el porcentaje total dejado de 



pagar al año 2018 que es 22.23%, al valor pagado mensualmente 



ese año que fue de $2.081.322,57, así: 



 



La suma insoluta dejada de pagar mensualmente es de 



cuatrocientos sesenta y dos mil setecientos setenta y ocho 



pesos ($462.678), valor que se multiplica por el numero de 



meses de los últimos tres años dada la prescripción trienal, 



los cuales serian cuarenta y seis (46) dado el pago de la 



mesada catorce meses anualmente. 



 



Es de anotar que esta suma es sin indexar. 











 



Dado lo anterior, la cuantía estimada de la demanda es de 



DIECINUEVE MILLONES CUATROCIENTOS TREINTA Y DOS MIL 



CUATROCIENTOS SETENTA Y SEIS PESOS ($19.432.476). 



 



ANEXOS. 



 



1. Poder para actuar. 
2. Copias de la demanda para archivo y traslados en medio 



magnético (CD). 



3. Los mencionados en al acápite de pruebas. 
 



NOTIFICACIONES. 



 



 Al demandado en la calle 26 N° 69B-45 piso 2, Bogotá 



D.C., teléfono 4237300. 



 



 Al suscrito apoderado de la parte demandante en la calle 



30 N° 80-37, oficina 105, Belén La Palma de la ciudad de 



Medellín, teléfono 5051612, celular 3007077001, correo 



electrónico jaimediazpelaez@hotmail.com.  



 Al demandante pensionado en la carrera 52 N° 51ª-23, 



oficina 401 de la ciudad de Medellín. 



 



Del señor Juez  



 



Atentamente, 



 



 



 



JAIME JAVIER DIAZ PELAEZ  



CC N° 70.091.458  



TP N° 89803 del Consejo Superior de la Judicatura
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		From

		Juzgado 22 Administrativo - Seccional Medellin -Notif

		To

		gestiondocumental@antioquia.gov.co; natalia.echeverri@unidadvictimas.gov.co

		Recipients

		gestiondocumental@antioquia.gov.co; natalia.echeverri@unidadvictimas.gov.co



Buenas tardes,








Mediante archivo adjunto me permito notificarles la admisión de las tutelas con radicado No. 2018 00360













Cordialmente, 








John Camilo Rendón Beltrán



Sustanciador



Juzgado 22 Adtivo. Oral de Medellín. 





2018 00360 admite uariv.pdf
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NOTIFICACION AUTO ADMITE DEMANDA 2018-329

		From

		Juzgado 22 Administrativo - Seccional Medellin -Notif

		To

		dvillegas@procuraduria.gov.co; meval.notificacion@policia.gov.co

		Recipients

		dvillegas@procuraduria.gov.co; meval.notificacion@policia.gov.co



REFERENCIA :



 



RADICADO:



05001 33 33 022 2018 00329 00



MEDIO DE CONTROL:



NULIDADY RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO- LABORAL



DEMANDANTE:



MIGUEL EDUARDO MURILLO PATIÑO



DEMANDADO:



NACION- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA NACIONAL



ASUNTO:



Admite demanda



 



 



 



Según los dispuesto en el artículo 199 de CPACA modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso, me permito notificarle el auto admisorio de la demanda de la referencia, por lo cual le adjunto copia de aquel en medio magnético. 



 



 



ORNELLA ROCIO ALEAN JIMENEZ



Secretaria



 



AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico es de uso único y exclusivo de envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba NO SERÁ LEÍDO y automáticamente se eliminará de nuestros servidores



 





2018-329 DDA.pdf









































































































2018-329 AUTO.pdf
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		From

		Juzgado 22 Administrativo - Seccional Medellin -Notif

		To

		'dvillegas@procuraduria.gov.co'; FONPREMAG MINISTERIO DE EDUCACION (notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co)

		Recipients

		dvillegas@procuraduria.gov.co; notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co



REFERENCIA :



 



RADICADO:



05001 33 33  022 2018 00321 00



MEDIO DE CONTROL:



NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO- LABORAL



DEMANDANTE:



JUAN DE DIOS ZULUAICA BETANCUR



DEMANDADO:



NACION- MINISTERIO DE EDUCACION- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO



ASUNTO:



Admite Demanda 



 



Según los dispuesto en el artículo 199 de CPACA modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso, me permito notificarle el auto admisorio de la demanda de la referencia, por lo cual le adjunto copia de aquella en medio magnético.



 



 



ORNELLA ROCIO ALEAN JIMENEZ



Secretaria



 



 



AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico es de uso único y exclusivo de envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba NO SERÁ LEÍDO y automáticamente se eliminará de nuestros servidores



 





2018-321 DDA.pdf
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		From

		Juzgado 22 Administrativo - Seccional Medellin -Notif

		To

		Sanciones Tutelas; natalia.echeverri@unidadvictimas.gov.co

		Recipients

		sanciones.tutelas@unidadvictimas.gov.co; natalia.echeverri@unidadvictimas.gov.co



Buenas tardes, 













Mediante archivo adjunto me permito notificarles el auto dentro del incidente de desacato con radicado No. 2018 00163.













Cordialmente, 








John Camilo Rendón Beltrán



Sustanciador



Juzgado 22 Adtivo. Oral de Medellín.





2018 00163 SANCION UARIV.pdf




JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 



MEDELLÍN - ANTIOQUIA 



Edificio Atlas Calle 42 48-55 Medellín 



 



Oficio N° 429 



 



NOTIFICACIÓN A LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y 



REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, A TRAVÉS DE  SU DIRECTORA DE 



REPARACIONES DE LA UNIDAD, DOCTORA CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO. 



 



Medellín, 25 de junio de 2018 



 



ACCIÓN DE TUTELA-Rad. 050013333022  2018 00163 (DESACATO) 



 



COMUNÍCOLE QUE DENTRO DEL INCIDENTE DE DESACATO instaurado contra la 



UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 



INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS se profirió auto el 25 de junio de 2018, cuya parte 



resolutiva se transcribe a continuación: 



 
“PRIMERO: SANCIONAR con multa equivalente a CINCO (5) SALARIOS MÍNIMOS 



LEGALES MENSUALES VIGENTES, a la Directora de Reparaciones de la UNIDAD 



ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 



VÍCTIMAS, Doctora IRIS MARIN ORTIZ, por la conducta omisiva frente al requerimiento 



del 28 de mayo de 2018 y apertura de incidente de desacato del 7 de junio de 2018, es 



decir, por DESACATO al fallo de tutela proferido por el Despacho el 2 de mayo de 2018 en 



favor de SOR ENITH RUIZ GOMEZ. 



 



SEGUNDO: REMITIR esta providencia para consulta ante el Honorable Tribunal 



Contencioso Administrativo de Antioquia. 



 



TERCERO: La sanción aquí impuesta se hará efectiva una vez se surta la consulta de ley. 



 



CUARTO: NOTIFICAR en la forma más expedita la sanción impuesta a la Directora de 



Reparaciones de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y 



REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, Doctora CLAUDIA JULIANA MELO 



ROMERO.” 



 



Se hace la presente notificación de conformidad con lo dispuesto en los artículos 16 del Decreto 



2591 de 1991 y 5º del Decreto 306 de 1992. 



 



 



Cordialmente, 



 



JOHN CAMILO RENDÓN BELTRÁN 



Sustanciador 
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NOTIFICACION AUTO ADMISORIO TUTELA 2018 00361

		From

		Juzgado 22 Administrativo - Seccional Medellin -Notif

		To

		Gestion Documental

		Cc

		natalia.echeverri@unidadvictimas.gov.co

		Recipients

		natalia.echeverri@unidadvictimas.gov.co; gestion.documental@unidadvictimas.gov.co







Cordial saludo 



me permito notificar mediante archivo adjunto auto admisorio de tutela proferido en el proceso:



2018 00361



Atentamente,



Luz Adriana Paez Vila

Sustanciadora

Juzgado 22 Adtivo Oral de Medellin



AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico es de uso único y exclusivo de envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba NO SERÁ LEÍDO y automáticamente se eliminará de nuestros servidores



2018 00361 ADMITE UARIV.pdf


















































































